Moción de la diputada señora Laura Soto.








Prohíbe a sostenedores de establecimientos de educación subvencionada impedir el ejercicio del derecho a la educación por el no pago de cuotas de escolaridad. (boletín Nº 2452-04)





	Vistos: La Constitución Política de la República y el DFL Nº 2 del Ministerio de Educación, de 1998.





	Considerando:


1.	La Constitución Política de la República en su artículo 19 Nº 10 consagra entre las garantías constitucionales el derecho a la educación. Estableciendo además la obligación del Estado de otorgar especial protección a este derecho y asegurar el acceso a ella de toda la población.


2.	Para asegurar el cumplimiento de esta obligación y lograr el acceso a la población a una educación gratuita y de buena calidad, el Estado creó el sistema de subvención de establecimientos educacionales. A través de este mecanismo, el Estado promueve la creación y mantención de establecimientos de educación, y propende a sostener la estructura de personal docente, recursos materiales, medios de enseñanza y todos aquellos elementos que proporcionen un adecuado ambiente educativo y cultural para el educando.


3.	No obstante que el mecanismo de la subvención de los establecimientos educacionales tiene como principal objetivo el asegurar una educación gratuita para la población, la ley permite a los sostenedores cobrar derechos de matrícula y escolaridad. El derecho de matrícula puede cobrarse por una vez en el año y por la suma que fija anualmente el Ministerio de Educación mediante Decreto Supremo. El pago de derechos de escolaridad es de aceptación voluntaria para los apoderados, los cuales pueden aceptarlos en su integridad, fijar la parte de ellos que pagarán mensualmente, o rechazarlos.


4.	Sin embargo, la voluntariedad que establece la ley para el pago de estos derechos de escolaridad, existen establecimientos que exigen a los apoderados cheques y documentos en garantía del pago de los mismos al momento de iniciar el año escolar, o en caso de atraso en su pago, exigen la firma de tal documentación bajo amenaza de no permitir el derecho a rendir exámenes al alumno o retención de documentación escolar, a fin de impedir la matrícula en otro establecimiento en tanto no se cancelen los derechos de escolaridad adeudados.


5.	La actitud antes descrita por parte de algunos sostenedores, se ha pretendido interpretarla como legal al no establecer la misma ley prohibición alguna al respecto. No obstante que a simple vista vulnera la garantía constitucional del art. 19 Nº 10 de la Carta Fundamental, en el sentido de impedir o restringir el ejercicio del derecho a la educación.


6.	Por lo anterior, hemos decidido presentar el siguiente proyecto de ley a fin de establecer prohibición expresa a los sostenedores, para que bajo pretexto de no pago de derechos de escolaridad, se vulnere el derecho a la educación de los alumnos.





PROYECTO DE LEY





Artículo único


	Intercalar inciso tercero en el artículo Nº 16 de la ley Nº 19.138, del Ministerio de Educación.


	En todo caso, no se podrá exigir documentos bancarios, letras de cambios, u otros documentos financieros, para cubrir estos derechos.


	Ningún docente, directivo o sostenedor podrá impedir al alumno, rendir pruebas, exámenes, retener su documentación estudiantil, o negarse a matricularlo, bajo pretexto de deuda pendiente”.





